
La Red de Agua Pública de Aragón realiza alegaciones al proyecto de 
Decreto del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Reglamento 
regulador del Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas y por ello: 
 

EXPONE: 
 
Que estando en vigor el periodo de información pública el proyecto de Decreto 
del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Reglamento regulador del 
Impuesto sobre la Contaminación de las Aguas, que sustituye al Texto 
aprobado por Decreto 266/2001, de 6 de noviembre, del Gobierno de Aragón 
(BOA de 30 de noviembre de 2001), y modificado por Decreto 206/2008, de 21 
de octubre (BOA de 6 de noviembre de 2008), la entidad a la que representa 
realiza las siguientes alegaciones: 
 
Respecto de la norma que la propuesta de Reglamento pretende desarrollar: 
• Que la Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de Aguas y Ríos de Aragón, 

dentro del Título XI “Régimen Económico Financiero”, regula el 
establecimiento de un impuesto denominado Impuesto sobre la 
Contaminación de las Aguas (en adelante, ICA) cuya capacidad para 
asegurar la sostenibilidad financiera del Plan Aragonés de Saneamiento y 
Depuración (en adelante, PASD) ha quedado en entredicho con el reciente 
el “Informe de fiscalización del Instituto Aragonés de Agua, ejercicio 2015”, 
aprobado por el Consejo de la Cámara de Cuentas de Aragón, en sesión 
celebrada el día 28 de marzo de 2017. 

• Que el modelo de construcción y explotación de instalaciones de 
depuración, basado en la concesión de obra pública a empresas privadas, 
unido a su sobredimensionamiento y al excesivo consumo energético que 
las tecnologías adoptadas requieren, han supuesto un encarecimiento 
desproporcionado de los costes de esas infraestructuras, que llegan a 
cuadruplicar el coste que hubiera supuesto un correcto diseño y la 
financiación y gestión públicas. 

• Que esos errores han provocado que las tarifas del ICA se hayan 
incrementado un 138% desde su creación, correspondiendo un 29% al 
periodo 2010-2015, a pesar de la situación de crisis económica que han 
tenido que soportar las economías domésticas.  Así, el coste medio del 
metro cúbico de aguas residuales depurado en el sistema aragonés resulta 
a 1,5€, el doble de la media nacional. 

• Que el propio Gobierno de Aragón en recientes declaraciones a raíz de la 
publicación del informe de la Cámara de Cuentas aludido, ha reconocido los 
evidentes errores del modelo de depuración implantado en Aragón, y ha 
valorado la necesidad de un cambio en profundidad del PASD.  Asimismo, 
las Cortes de Aragón han adoptado el acuerdo de constituir una comisión 
de investigación para aclarar qué ha pasado en la gestión de dicho Plan. 

• Que desde el punto de vista de la RAPA, la actual regulación del ICA 
incurre en una serie de claras deficiencias: 



- No aplica criterios de progresividad en las tarifas por consumo, a pesar 
de exigirlo así el artículo 88.4 de la Ley. 

- No aplica adecuadamente el principio de “quien contamina paga” 
recogido en la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco 
comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas, más 
conocida como "Directiva Marco del Agua" (en adelante, DMA), ya que 
penaliza a las poblaciones que más esfuerzo han realizado para la 
depuración de sus aguas residuales. 

- Opta por definir como sujetos pasivos del impuesto a los usuarios de 
los servicios de suministro de agua potable, encareciendo la gestión del 
impuesto y obligando a las entidades suministradoras a incurrir en 
gastos de gestión no resarcidos por la administración autonómica. 

-  Que, a pesar de definir al usuario del abastecimiento de agua como 
sujeto pasivo, se instaura la figura del “obligado tributario en sustitución 
del contribuyente”, recayendo sobre las entidades suministradoras.  
Además, establece la figura del “responsable solidario” (artº 84.3), 
coincidiendo con la propiedad de la finca, en el caso de viviendas, o 
con el titular de la actividad, en el caso de actividades industriales, en 
un claro afán recaudatorio. 

- El modelo impositivo tiene una finalidad meramente recaudatoria, 
poniendo en peligro el principio de autonomía municipal y afectando a 
la capacidad de los ayuntamientos para decidir su sistema tributario.  
Además, dado que los criterios de creación de los padrones tributarios 
o, en su caso, de las relaciones de obligados al pago son dispares de 
unas poblaciones a otras, esta manera de facturar el ICA genera 
diferencias y agravios comparativos entre ciudadanos, en función de la 
población en la que reside, simplemente por la forma en que se elabora 
y mantiene la información necesaria para facturar el impuesto. 

- Pone en riesgo las políticas de gestión de la demanda implantadas en 
los municipios de Aragón, al realizar una facturación independiente del 
resto de servicios vinculados al ciclo integral del agua urbano, con una 
tarifa que incluye una cuota fija muy alta y un único precio por metro 
cúbico. 

- Pretende evitar, sin conseguirlo, la doble imposición tributaria 
estableciendo una bonificación genérica para las poblaciones que 
gestionan directamente sus depuradoras, entendiendo que la 
bonificación sobre la tarifa general equivale a los costes en que incurre 
el municipio.  Sin embargo, ni todas las poblaciones incurren en el 
mismo porcentaje de costes respecto a la recaudación estimada del 
ICA en su término municipal, ni la repercusión a cada contribuyente es 
homogénea, habida cuenta que las tarifas de los municipios y la del 
impuesto responden a criterios distintos.  Ello conlleva la generación de 
tantos agravios comparativos como contribuyentes sujetos al impuesto 
haya en un determinado municipio. 

 
Respecto de la propuesta de Reglamento sometida a trámite de exposición 
púbica: 



• Se han eliminado del Reglamento propuesto todos los artículos referidos a 
la determinación del sujeto pasivo y del hecho imponible, centrando los 
esfuerzos en desarrollar de manera exhaustiva los procedimientos para 
determinar la base imponible en los diferentes supuestos de suministro. 

• No se aprecia el mismo esfuerzo en establecer una batería de derechos y 
obligaciones de los sujetos pasivos del impuesto y del órgano responsable 
de la administración autonómica, de forma que cualquier ciudadano sepa 
qué puede exigir a cambio de las cantidades que debe pagar y a qué está 
obligado, pero también cuáles son los compromisos de la Comunidad 
Autónoma en aras al buen uso y buena gestión de las cuotas recaudadas 
por ICA. 

• La Disposición transitoria quinta de la Ley 10/2014 establecía una serie de 
supuestos de exención por razón de exclusión social, cuya vigencia venía 
limitada por el desarrollo reglamentario.  La propuesta de Reglamento 
vincula los requisitos exigibles a los sujetos pasivos que deseen solicitar 
dicha exención a la Ley 9/2016, de 3 de noviembre, de reducción de la 
pobreza energética de Aragón, sin más detalle, dejando fuera, 
aparentemente, algunos de los supuestos que actualmente se 
consideraban justificativos de la condición de "exclusión social", por lo que 
el desarrollo reglamentario que se propone limita los supuesto previstos 
provisionalmente en la Disposición transitoria quinta aludida. 

• Por otra parte, el procedimiento de acreditación de la situación de 
"exclusión social" se establece con un importante margen de 
discrecionalidad, cuando se hace referencia a "los casos de emergencia 
social que determinen los servicios sociales de acuerdo con los mismos 
criterios" (los de la Ley indicada).  Además deriva gran carga de trabajo 
hacia los servicios sociales municipales y comarcales. 

• Otra deficiencia de la regulación de ese procedimiento se detecta cuando el 
Reglamento se remite al artº 3.4 de la Ley 9/2016, el cual indica que "se 
acreditará mediante informe de la administración competente en materia de 
servicios sociales en los términos que se establezcan reglamentariamente".  
Es decir, el Reglamento remite a una ley que, a su vez, remite a otro 
reglamento que todavía no se ha aprobado.  Además, el artº 8 del 
Reglamento indica que "las solicitudes (…) irán acompañadas de los 
documentos señalados en los artículos anteriores para cada supuesto de 
exención (…)", pero en los artículos anteriores solo se hace referencia 
genérica al "informe de la Administración competente", por lo que no queda 
claro qué documentación se debe aportar. 

• Las solicitudes del reconocimiento de exención que incorporen toda la 
documentación y los informes preceptivos deberían conllevar la aplicación 
inmediata de la exención, sin perjuicio de que, en caso de denegación, se 
puedan exigir las cantidades dejadas de abonar.  El hecho de que la 
tramitación pueda retrasarse en el tiempo, obligando entretanto al sujeto 
pasivo a soportar los recibos del impuesto coloca a los ciudadanos en una 
situación de indefensión. 

• Que la propuesta que se analiza presenta graves errores en la 
determinación de la Base Imponible: 



- El artº 10 parece exigir la existencia de contadores en todos los puntos 
de suministro cuando establece, con carácter general la obligación de 
disponer de "un mecanismo de medición directa del agua efectivamente 
usada o consumida".  Sin embargo, a renglón seguido regula métodos 
indirectos para determinar la base imponible, admitiendo implícitamente 
el suministro sin contador.  A ello se destinan el apartado 2 del artº 10 y 
los artº 11 y 12. 

- La exigencia de instalar contadores debería ir acompañada de plazos 
para su implantación y de medidas de fomento y apoyo financiero a los 
municipios que requieran adaptar sus instalaciones particulares a esos 
efectos. 

- El artº 12, dedicado a definir métodos de estimación "objetiva" de 
consumos, imputa unos consumos unitarios a distintos usos de 
hostelería que se han reducido entre un 29% (alojamientos turísticos al 
aire libre y resto de establecimientos destinados al alojamiento) y un 
56% (establecimientos de turismo rural) respecto de los consumos que 
se imputaban en el reglamento actualmente vigente.  Si embargo, para 
los usos domésticos, se mantiene la imputación de consumos de 400 
litros/día por abonado.  Esta cantidad es claramente desproporcionada si 
atendemos a la situación demográfica de Aragón, donde la población 
está muy envejecida y las unidades familiares suelen estar formadas por 
una o dos personas, existiendo una gran proporción de segundas 
residencias que solo se utilizan en periodos de tiempo muy concretos.  
Por tanto, la imputación de consumos que se plantea es claramente 
desproporcionada y debería ser reducida en proporción similar al criterio 
aplicado para la hostelería. 

• Que los cambios observados en la regulación de las exenciones de los 
usos agrarios y ganaderos no definen la aplicación del impuesto de forma 
clara ni garantizan la necesidad de evitar o paliar la contaminación difusa 
producida por esta actividad.  En la propuesta de Reglamento no se prevé 
un procedimiento claro y obligatorio para determinar las situaciones de 
"contaminación especial" de explotaciones agrícolas o ganaderas.  El artº 4 
remite al artº 16 que regula las "declaraciones de carga contaminante", que 
solo son obligatorias para los sujetos pasivos que desarrollen actividades 
incluidas en el Anexo II, del Reglamento, ninguna de las cuales hace 
referencia a actividades del sector primario.  Sin embargo, es el artº 13 el 
que fija los criterios para considerar que una actividad agrícola, ganadera o 
industrial produce contaminación especial, pero ni el artº 4, de exenciones, 
ni el artº 16, de declaración de carga contaminante, hacen referencia 
alguna a éste, quedando supeditada a la actuación de oficio de la 
administración, o a la "petición voluntaria" de los sujetos pasivos la 
determinación de la carga contaminante. 

• Que las analíticas de las aguas se han de hacer siempre a través de 
entidades inscritas en el Registro de entidades colaboradoras, 
privatizándose el control de la contaminación en la Comunidad Autónoma.  
El órgano autonómico competente tendría que disponer de medios propios 
o concertados para contrastar las analíticas aportadas por los sujetos 
pasivos. 

 



 
Por todo ello  
 

SOLICITA: 
 
1º.- La retirada de este Reglamento y la derogación de la Ley 10/2014, de 27 
de noviembre, de Aguas y Ríos de Aragón, siendo sustituida por una nueva Ley 
que establezca un nuevo modelo de gestión de los servicios de saneamiento y 
depuración en Aragón, con un marco de financiación radicalmente distinto, 
desde la gestión preferente y activa de los municipios, con el apoyo técnico y 
económico del órgano competente de la Administración autonómica, y abierto a 
la supervisión y participación de los ciudadanos. 
 
2º.- Subsidiariamente, que se modifique el borrador de Reglamento sometido a 
información pública de acuerdo a las siguientes propuestas: 

a) Que se revise la numeración del articulado, habida cuenta que aparecen 
dos artículos con el número 4. 

b) Que se incluyan artículos descriptivos del sujeto pasivo y del hecho 
imponible, aclarando la figura del “obligado tributario en sustitución del 
contribuyente” y del "responsable solidario". 

c) Que se incluyan artículos que reconozcan los derechos y obligaciones, 
tanto de los sujetos pasivos como del órgano competente de la 
administración autonómica. 

d) Que se amplíen los supuestos de exención del impuesto, al menos, a los 
que ya venían siendo recogidos en la Disposición transitoria quinta de la 
Ley 10/2014. 

e) Que se indiquen, expresamente, las situaciones que dan lugar a la 
consideración de "situación de exclusión social" y se definan claramente 
los procedimientos de tramitación, así como la documentación que se 
debe aportar. 

f) Que se centralicen los informes sociales, de manera que haya un criterio 
uniforme a la hora de caracterizar una persona o una unidad de 
convivencia como "en situación de exclusión social". 

g) Que la exención por razón de "exclusión social" se aplique de manera 
automática en el momento de presentar la solicitud, condicionada a la 
comprobación por parte de la administración competente, siempre que 
vaya acompañada de los documentos e informes requeridos, de manera 
que se preserve el derecho humano al saneamiento de los ciudadanos. 

h) Que se establezcan plazos y procedimientos para la instalación de 
contadores para el control de consumos en toda la Comunidad 
Autónoma, previendo mecanismos de apoyo y financiación para los 
municipios que deban adaptar sus instalaciones, tanto públicas como 
particulares. 



i) Que se reduzca la imputación de consumos a usos domésticos sin 
contador en la misma proporción que se han reducido los consumos 
imputados a las actividades de hostelería, pasando de 400 
litros/abonado/día a 280 litros/abonado/día, más acorde con la estructura 
demográfica y los hábitos de consumo de nuestra Comunidad 
Autónoma. 

j) Que se establezca claramente la exigencia de presentar analíticas de 
carga contaminante a las actividades agrícolas y ganaderas de acuerdo 
a lo previsto en el artº 13, para que se demuestre si existe o no 
"contaminación especial".  Asimismo, deberá regularse la acción de 
oficio del órgano autonómico competente, para el control sistemático de 
vertidos agrícolas y ganaderos responsables de contaminación difusa 
del medio natural. 

k) Que existan laboratorios propios o concertados por la administración 
autonómica para contrastar las analíticas de aguas residuales aportadas 
por los sujetos pasivos, de manera que se asegure la fiabilidad de la 
información aportada y se preserve adecuadamente el medio ambiente. 

 
En Zaragoza, a 10 de abril de 2017 

 
 
 
 


